El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia - 2ª instancia – 17 de abril de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma decisión del a quo que declaró improcedente la acción

Radicación Nro. :
66001-31-03-005-2017-00016-01
Accionantes: 
ANDRÉS FELIPE VALLEJO VALLEJO
Accionado: 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE PEREIRA Y OTROS
 Magistrado Ponente: 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA “Surge de tales pruebas que el aquí accionante no intervino como parte en el proceso en el que encuentra lesionados sus derechos, en el que tampoco ha elevado solicitud alguna. De modo que las decisiones que a su interior se han producido no pueden afectarlo. (…) Puede entonces concluirse que el aquí accionante carece de legitimación en la causa, para controvertir decisiones adoptadas en el proceso judicial en el cual no ha intervenido y por tal razón la tutela resulta improcedente.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, abril diecisiete (17) de dos mil diecisiete (2017)

Acta No. 189 de 17 de abril de 2017

Expediente No. 66001-31-03-005-2017-00016-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la apoderada del señor Andrés Felipe Vallejo Vallejo frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, el 23 de febrero último, en la acción de tutela que aquel instauró  contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira, la Inspección Quince Municipal de Policía de esta ciudad y la abogada Sandra Lorena Restrepo Espinosa, a la que fueron vinculados el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas y a los señores Fabio Ernesto Vinasco y Martha Liliana Ocampo.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató el accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Es arrendatario del local ubicado en la calle 14 No. 6-72 de esta ciudad, donde funciona el establecimiento de comercio Súper Presas La Libertad, del cual es su propietario.
1.2 El mismo día en que formuló la acción, el 9 de febrero pasado, compareció a ese lugar personal del Juzgado Segundo Civil Municipal y de la Inspección Quince Municipal de Pereira, en compañía de la abogada Sandra Lorena Restrepo Espinosa, a efecto de realizar diligencia de entrega “de un establecimiento comercial que a todas luces, no es el mío”.
1.3 En razón a que se encontraba ausente no pudo oponerse a la diligencia; de haber dejado de asistir a la Inspección de Policía no se le hubiese entregado copia del acta de entrega.

1.4 Desconocía la existencia de proceso alguno en el que estuviera  involucrado él o su establecimiento de comercio, ya que ni siquiera le enviaron un oficio para notificarle la diligencia de entrega.

1.5 A pesar de que cuenta con otros medios de defensa judicial, puede sufrir un perjuicio irremediable y afectarse su mínimo vital ya que “mi empresa ha quedado a la deriva, y quienes reciben… pueden cambiar guardas, sacarme de mi local y en fin, hacer todo tipo de atropellos en nombre de la ley”; ese bien es su único patrimonio, del que deriva su sustento y el de su familia.

2. Considera lesionados sus derechos de defensa, al debido proceso, a la confianza legítima y al mínimo vital. Para su protección, solicita se ordene dejar sin efecto la citada diligencia de entrega.  

A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto de 9 de febrero se admitió la acción y se ordenó vincular al Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas y a los señores Fabio Ernesto Vinasco y Martha Liliana Ocampo.

2. En el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La señora Jueza Segunda Civil Municipal de Pereira manifestó que respecto de los hechos de la demanda se remitía a la actuación adelantada por su despacho en el proceso objeto de la tutela, dentro del cual reposan las solicitudes de las partes y las diferentes decisiones que se han adoptado.
2.2 La titular del Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas solicitó su desvinculación del trámite, como quiera que el proceso se ha adelantado de conformidad con las normas procesales que lo regulan. Como sustento de lo anterior indicó que a finales del año 2013 se ordenó el embargo y secuestro del establecimiento comercial Cristipollo ubicado en calle 14 No. 6-72 local 6 de Pereira; por auto de 13 de junio de 2014 se comisionó a Juzgado Civil Municipal de Pereira para practicar su secuestro, como unidad de explotación económica; en el transcurso de la respectiva diligencia de entrega, la señora María Doralba Cardona Cárdenas presentó oposición, la que no prosperó porque se dejó de acreditar la posesión; el secuestre designado para el cuidado y administración de los bienes fue relevado de su cargo por no rendir informes sobre su gestión; mediante auto de 24 de febrero de 2015 se rechazó un incidente de levantamiento de medida; luego se aprobó el trabajo de partición y se decretó el levantamiento del embargo y la entrega del bien a los herederos, para lo cual se comisionó al Juzgado Civil Municipal de Pereira.
2.3 La Dra. Sandra Lorena Restrepo Espinosa, en nombre propio y de los señores Fabio Ernesto Vinasco y Martha Liliana Ocampo Baquiro, empezó por indicar que al contrario de lo señalado por el actor, él sí se hizo presente en la diligencia de entrega; luego manifestó que el establecimiento de comercio objeto de las medidas de embargo y posterior secuestro, fue Cristipollo ubicado en la calle 14 No. 6-72 local 6 de Pereira; el secuestre, desconociendo sus deberes, permitió que se cambiara la denominación del establecimiento de comercio por el de Pollos Kariokas y entregó su administración a la señora María Doralba Cardona Cárdenas; esta última, quien dijo ser su propietaria, lo traspasó a su hija Cindy Vanessa Marulanda Cardona, que a la vez lo arrendó al señor Andrés Felipe Vallejo Vallejo; en la cláusula décima tercera del respectivo contrato de arrendamiento se pactó: “el arrendatario tiene conocimiento de que ese establecimiento de comercio se encuentra embargado y que en caso de no solucionarse el problema de embargo por parte de la arrendadora… terminará el presente contrato…”. Agregó que llamó al señor Vallejo Vallejo para que hiciera entrega del bien a los herederos del causante Alexis Vinasco Trejos, pero en tono amenazante le dijo que sobre su cadáver; lo mismo hicieron María Doralba y Cindy Vanessa, con resultados negativos y el 8 de agosto de 2016 procedió el citado señor a matricular en la Cámara de Comercio de Pereira como nuevo  establecimiento de comercio el que llamó Súper Presas La Libertad, ubicado en la dirección donde funcionaba Cristipollo, denominado Súper Presas La Libertad. Pidió se negaran las pretensiones de la acción constitucional.
2.4 El Inspector Veinte de Policía encargado señaló que está facultado legalmente para tramitar despachos comisorios, en este caso, por delegación de la Inspección Quince Municipal de Policía de Pereira. Explicó que el accionante sí se hizo presente en la diligencia de entrega, que en esta actuación se le respetaron sus derechos fundamentales y que la acción de tutela no puede utilizarse para revivir procedimientos ordinarios que dejaron de ser empleados por el actor.
3. Mediante sentencia de 23 de febrero pasado la funcionaria de primera instancia declaró improcedente el amparo y absolvió a los vinculados.

Para decidir así, en resumen, estimó que el actor tenía conocimiento del proceso de sucesión en el que se ordenó el embargo y secuestro del establecimiento de comercio Cristipollo, pues en el contrato de arrendamiento que suscribió, se da cuenta de la existencia de ese litigio. Además, la abogada Sandra Lorena Restrepo Espinosa, antes de comisionarse su entrega, le solicitó la devolución voluntaria del establecimiento y también está acreditado que el citado señor cambió el nombre del establecimiento por el de Súper Presas La Libertad pero que este seguía funcionando en la dirección de Cristipollo, el cual pasaría a llamarse Pollos Kariokas.   
Concluyó que el amparo resulta improcedente porque no se satisface el presupuesto de subsidiaridad, en razón a que el demandante ha debido adelantar el trámite previsto en el artículo 309 del Código General del Proceso, según el cual la de oposición a la entrega debe realizarse en la diligencia correspondiente o en los siguientes veinte días de no haber estado presente en ella.  Además, que no se está frente a un perjuicio irremediable ni se lesiona el mínimo vital, porque el peticionario tenía conocimiento de las condiciones en las que se encontraba el establecimiento de comercio cuando lo tomó en arriendo y de que eventualmente debía proceder a su entrega.
4. Inconforme con el fallo, el accionante por medio de apoderada, lo impugnó. Alegó que contrario a lo afirmado por la funcionaria de primera instancia, nunca tuvo conocimiento del proceso de sucesión que se tramitaba ante el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, ni de la diligencia de secuestro; el establecimiento de comercio denominado Súper Presas La Libertad fue arrendado por sendos contratos que suscribió con inmobiliarias y por tal motivo no puede ser despojado de la tenencia del inmueble, máxime que ya sufragó los cánones hasta el 24 de marzo de 2017. Respecto del establecimiento de comercio Pollos Kariokas indicó que de este “no existía sino el nombre, por cuanto el propio local comercial debía ser entregado por mora en el pago, y lo enseres estaban totalmente contaminados… por lo cual… los embodegó, dejándolos a disposición de su propietaria y realizó el montaje de su propio establecimiento comercial”; aparentemente la entrega se hizo respecto del local comercial y no sobre el establecimiento comercial; le causa sorpresa el hecho de que la Inspección 15 Municipal haya procedido a hacer entrega del establecimiento Cristipollo cuando se encontraba frente a uno totalmente diferente, denominado Súper Presas La Libertad y atribuye la responsabilidad de la pérdida de aquel, a la falta de diligencia de los herederos en el proceso de sucesión; el objeto del contrato de arrendamiento no fue Cristipollo sino Pollos Kariokas y de presentarse un pleito judicial no sería por cuenta de la citada sucesión sino contra su arrendadora.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar si en este caso se vulneraron los derechos fundamentales del actor en la diligencia de entrega del establecimiento de comercio de su propiedad, ordenada dentro del proceso de sucesión del causante Alexis Vinasco Trejos. 
3. Las pruebas incorporadas al proceso
, en especial la inspección judicial realizada en primera instancia
, demuestran los siguientes hechos:

3.1 El señor Fabio Ernesto Vinasco inició proceso de sucesión intestada de su hermano Alexis Vinasco Trejos, que se tramita ante el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas.
3.2 En ese asunto se decretó el embargo y secuestro del establecimiento de comercio denominado Cristipollo ubicado en la calle 14 No. 6-72 local 6 de esta ciudad.
3.3 Mediante auto de 19 de febrero de 2014 se ordenó citar a la señora Martha Liliana Ocampo Baquirio para que, en su condición de cónyuge del causante, se notificara de la existencia del proceso de sucesión.
3.4 En la diligencia de secuestro, realizada el 30 de julio siguiente, la señora María Doralba Cardona Cárdenas formuló oposición con sustento en ser la propietaria del establecimiento de comercio denominado Pollos Karioka y en que el señor Alexis Vinasco Trejos le debía dinero, el cual continuó pagando la señora Dora Elcy Aguirre Tapasco, quien dijo ser la compañera permanente del causante. El Inspector no aceptó la oposición porque el establecimiento de comercio pertenecía aún a Alexis Vinasco Trejos, de conformidad con el aviso del mismo y respecto de los supuestos derechos de esa última, indicó que debía adelantar el respectivo proceso de declaración marital de hecho.   
3.5 Por auto de 24 de febrero de 2015 se rechazó de plano el incidente de desembargo planteado por la señora María Doralba Cardona Cárdenas.
3.6 Reanudado el proceso, luego de incorporada copia de la sentencia por medio de la cual se negó la declaratoria de la unión marital de hecho formulada por Dora Elcy Aguirre Tapasco, se requirió al secuestre para que aclarara lo sucedido con el cambio del nombre del establecimiento de comercio.
3.7 Mediante sentencia de 31 de marzo de 2016 se aprobó el trabajo de partición y se adjudicó a cada uno de los herederos Fabio Ernesto Vinasco y Martha Liliana Ocampo Baquirio, entre otros bienes, el 50% del establecimiento de comercio Cristipollo. Sobre este último se decretó desembargo
. 
3.8 En proveído del 16 de septiembre de ese mismo año, se agregaron las certificaciones emitidas por la Cámara de Comercio de Pereira respecto de la cancelación del embargo sobre el establecimiento Cristipollo y de la cancelación de la matrícula del establecimiento denominado Pollos Kariokas de propiedad de Cindy Vanessa Marulanda Cardona.

3.9 El 25 de octubre último se ordenó comisionar al Juzgado Civil Municipal de Pereira para practicar la diligencia de entrega del establecimiento de comercio objeto de la medida de secuestro, a los adjudicatarios.
3.10 En esa diligencia, celebrada el 8 de febrero último, el Inspector Quince Municipal de Policía de Pereira, luego de identificar el bien y constatar que el establecimiento de comercio ubicado en la calle 14 No. 6-72 corresponde al que es objeto de la entrega, aunque cambió su nombre por el de Súper Presas La Libertad, hizo entrega real y material del mismo a la apoderada de la parte demandante
.
4. Surge de tales pruebas que el aquí accionante no intervino como parte en el proceso en el que encuentra lesionados sus derechos, en el que tampoco ha elevado solicitud alguna. De modo que las decisiones que a su interior se han producido no pueden afectarlo.

Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:

“ … Estima la Sala que para considerar que una providencia judicial ha vulnerado un derecho fundamental, es necesario que se demuestre que la autoridad judicial ha actuado de forma tal, que no permitió a los afectados con su decisión, hacerse parte dentro del proceso, o que una vez en éste, incurrió en algunas de las causales previstas para que la acción de tutela proceda contra providencias judiciales. Una persona que no ha intervenido dentro de un proceso judicial, y que no actúa como agente oficioso o como apoderado de quien sí lo ha hecho, no podría alegar una vulneración de sus derechos fundamentales como consecuencia de la decisión tomada por la autoridad judicial…”
. 
Esa misma línea de pensamiento la sigue la Corte Suprema de Justicia, que ha expresado:

“4.1. Sólo está facultado para promover el resguardo constitucional quien le vulneren o amenacen sus derechos fundamentales, tal como lo prevé el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991. Así, entonces, cuando se censuran decisiones de los jueces, es claro que están legitimados para pedir protección únicamente los contendientes en la litis cuestionada o terceros que hayan intervenido, pero circunscrito a los aspectos de dicha participación.

Sobre el particular esta Corporación ha expuesto: 

«De otro lado, frente a la solicitud del otro accionante…, ha de verse que él no tiene legitimación en la causa, por cuanto no es parte en el proceso ejecutivo hipotecario objeto de reparo constitucional. Efectivamente, el accionante no ostenta legitimación para promover, frente a la actuación de los funcionarios accionados, el referido mecanismo constitucional, por la simple razón de que en el indicado trámite judicial se libró orden de pago frente a… y no respecto de él. Así, que cualquier actuación derivada de aquéllas diligencias, cuando se sometan a examen en el escenario de la tutela, por considerar que se vulneró el derecho fundamental al debido proceso, ha de ser impetrada por quienes allí participaron como parte y en lo que atañe al extremo demandado, por la persona que ostenta esa condición, más no por terceros ajenos a esa relación jurídico procesal» (ST CSJ, 12 jul. 2011, Rad. 01342-00, reiterada el 25 abr. 2013, Rad. 00036-01).

En el sub-lite, Rubén Darío Unirrago Rivera no posee la condición de parte o tercero que le permita, de un lado, discutir en sede de tutela que no fue vinculado al proceso, y además, solicitar la suspensión de la inspección judicial que estaba prevista para el 10 de julio pasado y la que se aplazó para el próximo 28 de este mes y año. La mera circunstancia de ser ocupante del bien disputado, no le confiere ninguna calidad especial que le dé la facultad de controvertir aquí aspectos que no le conciernen.”

Puede entonces concluirse que el aquí accionante carece de legitimación en la causa, para controvertir decisiones adoptadas en el proceso judicial en el cual no ha intervenido y por tal razón la tutela resulta improcedente. 

5. De otro lado, es sabido que como mecanismo de protección de los derechos constitucionales fundamentales, la acción de amparo solo procede cuando de resultar vulnerados o amenazados, los medios previstos en el ordenamiento legal no resultan suficientes para garantizarlos, sin que entonces pueda acudirse a ella medio alternativo de los previstos por el legislador para obtener protección a un derecho.

En el asunto bajo estudio, el actor constitucional no empleó el medio de defensa que le ofrecía el ordenamiento jurídico, concretamente el artículo 309 del Código General del Proceso que establece la oportunidad procesal que tienen los interesados, de encontrarse en alguna de las circunstancias allí previstas, para oponerse a la diligencia de entrega y que en el parágrafo, dice: “Si el tercero poseedor con derecho a oponerse no hubiere estado presente al practicarse la diligencia de entrega, podrá solicitar al juez de conocimiento, dentro de los veinte (20) días siguientes, que se le restituya en su posesión. Presentada en tiempo la solicitud el juez convocará a audiencia en la que practicará las pruebas que considere necesarias y resolverá...”
Como lo demuestran las pruebas recogidas y a las que atrás se hizo alusión, el 8 de febrero último se realizó la diligencia de entrega del establecimiento de comercio. En consecuencia, de conformidad con la norma citada, ha debido el actor, si como lo aduce no asistió a ese acto, solicitar, dentro de los siguientes veinte días, se le restituyera la posesión. Sin embargo, a ello no procedió y más bien, el día siguiente, pidió la protección constitucional. 

En esas condiciones, el amparo solicitado también resulta improcedente por la razón que se analiza.

6. Alega el demandante que el amparo procede porque se está frente a un perjuicio irremediable.

Sobre el tema, ha dicho la Corte Constitucional
:     
“… tratándose de la existencia de un perjuicio irremediable, la Corte Constitucional
 ha sido enfática en  señalar la necesidad de que se trate de un daño cierto e inminente y no emanado de conjeturas o especulaciones, sino razonablemente sustentado en la apreciación de hechos reales y apremiantes; que sea grave por su trascendencia contra el derecho fundamental que lesionaría y de urgente atención, al ser inaplazable precaverlo o mitigarlo, para evitar que se consume una lesión antijurídica de connotación irreparable.
 
… 
 

Por otra parte, la Corte en Sentencia T-131 de 2007 se pronunció sobre el tema de la carga de la prueba en sede de tutela, afirmando el principio “onus probandi incumbit actori” que rige en esta materia, y según el cual, la carga de la prueba incumbe al actor. Así, quien pretenda el amparo de un derecho fundamental debe demostrar los hechos en que se funda su pretensión, a fin de que la determinación del juez, obedezca a la certeza y convicción de que se ha violado o amenazado el derecho.
 
No obstante lo anterior, la Corte ha señalado que existen situaciones excepcionales en las que se invierte la carga de la prueba, en virtud de las circunstancias especiales de indefensión en las que se encuentra el peticionario, teniendo la autoridad pública accionada o el particular demandado, el deber de desvirtuarla. Así, se presumen ciertos los hechos alegados por el accionante hasta tanto no se demuestre lo contrario. Esto sucede por ejemplo en el caso de personas víctimas del desplazamiento forzado
, en el que la Corte ha determinado presumir la buena fe e invertir la carga de la prueba en aras de brindarle protección a la persona desplazada. Igual sucede en materia de salud
 para el suministro de medicamentos excluidos del POS,  en los que se han establecido  algunas reglas probatorias, como por ejemplo cuando se afirma carecer de recursos económicos por parte del actor (negación indefinida), situación en la que “se invierte la carga de la prueba correspondiendo en ese caso a la entidad demandada demostrar lo contrario”.
…

 
Además, teniendo en cuenta lo expuesto en los hechos de la tutela, se infiere que los accionantes no se encuentran en una situación de vulneración, ni de afectación a su mínimo vital, pues como lo ha señalado esta Corte en situaciones similares a la que hoy es objeto de estudio, no hay lugar a conceder una tutela que pida el reconocimiento y pago de una prima cuando no se demuestra la afectación del mínimo vital.”
En este caso, el accionante dejó de acreditar, siquiera en forma sumaria, que con la entrega del establecimiento de comercio  tantas veces citado, se afecte el mínimo vital suyo y de su familia, pues no se probó que fuera exclusivamente de ese bien de donde obtiene el sustento de quienes integran su núcleo familiar, ni siquiera probó quiénes lo componen y si tiene personas a cargo. Además, de los hechos de la demanda no se infiere que se trate de un sujeto de especial protección, para que pueda ser beneficiado con la inversión de la carga de la prueba.
En esas condiciones, tampoco resulta procedente el amparo pedido, como forma de evitar un perjuicio irremediable.

7. De acuerdo con lo expuesto, se confirmará el fallo impugnado.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, el pasado 23 de febrero, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Andrés Felipe Vallejo Vallejo contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira, la Inspección Quince Municipal de Policía de esta ciudad y la abogada Sandra Lorena Restrepo Espinosa, a la que fueron vinculados el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas y a los señores Fabio Ernesto Vinasco y Martha Liliana Ocampo.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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